Toma en consideración, si procediere, de la proposición de Ley Foral de modificación de la Ley Foral 9/1999, de 6 de abril, para una carta de derechos sociales, presentada por la A.P.F. de Izquierda Unida de Navarra-Nafarroako Ezker Batua.

SR. PRESIDENTE EN FUNCIONES: Pasamos al debate del punto quinto: Toma en consideración, si procediere, de la proposición de ley foral de modificación de la Ley Foral 9/1999, de 6 de abril, para una carta de derechos sociales, que ha sido presentada por la Agrupación de Parlamentarios Forales de Izquierda Unida de Navarra-Nafarroako Ezker Batua. Para su presentación tiene la palabra la señora Figueras, por un tiempo máximo de quince minutos.

SRA. FIGUERAS CASTELLANO: Gracias, señor Presidente. Proponemos a debate la modificación de la Ley Foral 9/1999, de 6 de abril, para una Carta de Derechos Sociales, por varias razones. Queremos avanzar en la consecución de derechos subjetivos para las personas más vulnerables. Creemos en los principios inspiradores de la Carta de Derechos Sociales, donde se reafirman los derechos universales de ciudadanía para todas las personas que carecen de ingresos económicos para tener una vida digna, porque entendemos que tener una vida digna supone entre otras cosas acceder a la cultura, a la vivienda y, en definitiva, a un proyecto vital y personal. Y para finalizar, ahora que se está avanzando en derechos que aseguran cuidados a las personas que más lo necesitan, no es menos cierto que debe existir un derecho ciudadano a participar de una parte de la riqueza que entre todos generamos y que llegue fundamentalmente a los que lo necesitan en forma de renta digna.

La ley que sometemos a modificación es del 99 y el recorrido de la misma ha sido importante. Contamos con un diagnóstico del Plan de lucha contra la exclusión social en Navarra 1998-2005, que nos sitúa en la necesidad de paliar las consecuencias de la pobreza y de la exclusión, prevenir su aparición y abordar una precariedad creciente de personas en activo que pueden tener esa situación de pobreza y de exclusión.

La denominada renta básica surge a raíz de la reivindicación histórica de los sindicatos a nivel estatal, a través de la denominada Propuesta sindical prioritaria, que solicitaba la creación de un salario social. Este programa no se genera fundamentalmente para crear parásitos en la sociedad, se concibe como un conjunto de medidas llamadas pasivas, que son prestación económica, y activas, que fundamentalmente tienen como eje el empleo social protegido y la inserción laboral en las empresas.

Aunque el número de unidades convivenciales beneficiadas por esta prestación en Navarra ha crecido en los últimos años, es verdad que la duración de la prestación se ha reducido paulatinamente. Como dato, diré que en el año 99 el número de unidades beneficiadas fue de 1.624, en el año 2005, 2.710, y el tiempo de estancia media en el programa de renta básica fue en 1999 de siete meses y en 2004 de 3,97. Por tanto, el carácter de estas medidas supone un reconocimiento del derecho a la renta básica a través de esta ley que proponemos, y además hasta ahora no es un derecho individual, es un derecho que beneficia a la unidad convivencial. Entendemos que este criterio debe ser modificado, y fundamentalmente debe ser modificado porque en algunos casos se puede dar la situación de que pudiendo incorporarse al mundo laboral las personas que están en situación de riesgo y de pobreza se pueden ver tentadas a no hacerlo porque al salir de la unidad convivencial pudieran ver detraída esa renta. Por lo tanto, es un elemento importante que deberemos tener en cuenta si se toma en consideración la proposición.

En este momento, y tras el balance de los años transcurridos, se deben hacer críticas y corregir los errores cometidos. Uno de ellos ha sido el incumplimiento flagrante de los equipos de inserción sociolaboral. Habitualmente, esta medida de empleabilidad ha sido a través del empleo social protegido y de la inserción laboral en las empresas, y estas medidas, señorías, sabemos que han sufrido un proceso de debilitamiento. El dato de personas afectadas por el empleo social protegido ha pasado de cuatrocientas diecinueve personas en el año 2000 a trescientas setenta y tres en 2004. En cuanto a la inserción laboral en empresas la reducción ha sido aún más acusada: ciento ochenta y cinco beneficiarios en 2002 frente a treinta y dos en 2004. Por lo tanto, hay que concluir que las políticas activas para el empleo social han sido completa y absolutamente desactivadas, porque la evidencia así lo dice en el resumen que tuvimos hace escasos meses la posibilidad de debatir en este Parlamento.

Para finalizar, se puede decir que la cronificación en la renta básica no es tan alta como se suele pensar. Prácticamente el 40 por ciento de las unidades convivenciales se sitúan en los perceptores con salida definitiva de esta situación. El 38 del grupo de perceptores se sitúa en tramos a veces intermitentes de ayuda y de menos ayuda y el 22 son perceptores de larga duración, con lo cual hay que concluir que es dinámico en tanto en cuanto el 40 por ciento de las unidades convivenciales logra salir de la pobreza extrema.

Entendemos que Navarra puede hacer frente sin dificultad y atajar de cuajo la pobreza que existe. Tienen que contemplarse desde los ámbitos de la Administración soluciones que palien, eviten y resuelvan la pobreza de ese 9,8 por ciento de la población navarra que sufre esta situación. Es obligación de las instituciones dar solución a los problemas de este grupo de ciudadanos que, por otra parte, se convierten en los más vulnerables. 

Eso es posible hacerlo en esta Comunidad y, por tanto, hay necesidad de que sean atendidas sin más dilación, hay recursos para distribuir entre los que más lo necesitan la riqueza que generamos entre todos. Acciones como la propuesta por medio de esta proposición de ley harán a las personas más libres, más capaces para tener y desarrollar un proyecto vital, y verdaderamente pondrán a la Comunidad Foral a la cabeza de las comunidades autónomas en un reconocimiento del derecho equiparable a los países y regiones más avanzadas de Europa.

Por tanto, señorías, no me queda más que concluir pidiendo el apoyo a la proposición de modificación de la Ley Foral 9/1999, de 6 de abril, para una Carta de Derechos Sociales, en la idea y en la convicción de que esa Carta generará más solidaridad y generará, en definitiva, más riqueza para aquellos que en este momento no la tienen. Gracias.

SR. PRESIDENTE EN FUNCIONES: Muchas gracias, señora Figueras. Se abre un turno a favor. Señora Mateo, por Unión del Pueblo Navarro, tiene la palabra. Dispone de quince minutos.

SRA. MATEO PÉREZ:  Muchas gracias, señor Presidente, y buenos días, señorías. ¡Cómo no íbamos a votar a favor de esta propuesta presentada en este caso por Izquierda Unida cuando es un compromiso asumido por este equipo de gobierno, por Unión del Pueblo Navarro y por CDN! ¡Cómo no íbamos a apoyar esta propuesta! De hecho, una de las líneas políticas del discurso de investidura de nuestro Presidente fue la de detectar las necesidades sociales y a la vez equiparar la renta básica al salario mínimo interprofesional. ¡Cómo no íbamos a apoyar esta iniciativa cuyo origen parte de este Gobierno!

En relación con la propia resolución sí que tengo que hacer dos observaciones. Nos está solicitando la equiparación de la cuantía de la renta básica con el salario mínimo interprofesional y propone que las prestaciones por minusvalía de cuantía inferior sean complementadas también conforme al salario mínimo interprofesional, es decir, que sean complementadas al cien por cien.

Este es un objetivo que está asumido y perseguido por el propio Departamento de Asuntos Sociales, Familia, Juventud y Deporte. ¿Y por qué digo esto? Porque todos sabemos que el trabajo es la medida más eficaz para conseguir la inclusión social de las personas, ya que supone y exige su implicación activa en su propio proceso de inserción o de incorporación social, llámenlo como quieran. Además, asegura unos ingresos básicos de supervivencia, promueve la participación contributiva en el mantenimiento de los gastos del sistema público de protección social, asegura la percepción de pensiones como derecho, favorece la participación de la vida social, evita consumos, conductas patológicas, todas ellas asociadas a la propia inactividad.

Nosotros también nos preguntamos, señora Figueras, si las personas perceptoras de la renta básica, cuya inclusión social se trabaja con ellas a través de un empleo lo más formalizado posible, perciben, como por todos es sabido y es habitual, por este trabajo la misma o inferior retribución que lograrían sin su esfuerzo personal, entendemos que de manera pasiva se ejercerá muy probablemente un efecto negativo que puede llegar a alterar los términos propios de lo que es una verdadera incorporación sociolaboral.

Así que le diré que quizás el trasfondo de esta propuesta tiene más que ver con la reivindicación ya clásica del llamado salario social, percepción de ingresos públicos de supervivencia con el único requisito de ciudadanía y sin contrapartidas para una verdadera incorporación social, pero en este caso activa. Entendemos que choca con el espíritu que soporta la renta básica como apoyo temporal para superar la exclusión económica dentro de un programa individualizado y aplicado por medio de ese acompañamiento social que hoy en día se está realizando.

Estamos hablando de una prestación complementaria y subsidiaria de cualquier otro tipo de recursos y prestaciones, cuya regulación pretende garantizar unos ingresos mínimos a aquellas familias en situación de pobreza, pero con un único objetivo, avanzar en la incorporación de todos sus miembros. Para ello, además de garantizar unos ingresos mínimos, es importante, fundamental reforzar una actuación integral dirigida a la promoción, participación activa del propio perceptor, con el fin de lograr, como he dicho anteriormente, el objetivo, que es la incorporación sociolaboral. 

He dicho al inicio de mi intervención que este es un objetivo asumido y perseguido por el propio Departamento de Asuntos Sociales. En el momento actual, como todos ustedes saben, se está procediendo al desarrollo de la cartera de servicios, por cierto, sometida actualmente a un período de participación. En ella se contempla la renta básica como prestación garantizada y se está elaborando el plan estratégico de servicios sociales.

Tengo que decirles que para el segundo semestre del año 2008 también está prevista la publicación del segundo plan de lucha contra la exclusión social en Navarra. Creo que esta postura va a estar también condicionada porque el documento va a partir de un análisis, de un diagnóstico de la pobreza y de la propia exclusión social que vivimos en nuestra Comunidad, de manera que todas las medidas que se propongan en aquel foro van a responder verdaderamente a las necesidades reales de nuestra población. Vuelvo a repetir, además, que este plan estará elaborado con todas aquellas personas implicadas o vinculadas en este fenómeno. Nos hubiera parecido mucho más prudente esperar a la culminación de este proceso participativo, pero, como le digo, es una iniciativa que parte en este caso del Gobierno.

Quiero también recordarle que la prestación que hoy se está tramitando en Navarra es la segunda mayor en España, quedando el resto de comunidades autónomas a gran distancia no solo cuantitativamente sino cualitativamente.

El segundo punto, que hace referencia a un mismo artículo y una misma modificación, habla de la posibilidad de hacer extensibles las cuantías de pensiones no contributivas de invalidez hasta la propia renta básica. Esto se viene realizando actualmente complementando lo que es la prestación estatal hasta las cifras vigentes de la renta básica en Navarra, que, por cierto, es el 80 por ciento del salario mínimo.

Y nada más por mi parte sino comentar también que me ha sorprendido, cuando el Presidente ha preguntado a los miembros de esta Cámara quiénes iban a intervenir a favor de esta iniciativa, que ha levantado la mano el grupo de Na Bai, porque recientemente, en noviembre, si mal no recuerdo, esta medida ha sido rechazada, o a lo mejor son erróneas las informaciones que tengo, pero esta iniciativa recibió el apoyo de todos los grupos de la oposición y fue rechazada por el Partido Nacionalista Vasco y por EA. Muchísimas gracias.

SR. PRESIDENTE EN FUNCIONES: Muchas gracias, señora Mateo. Seguimos con el turno a favor. Señor Eceolaza, tiene la palabra, por Nafarroa Bai. Tiene quince minutos.

SR. ECEOLAZA LATORRE: Mila esker, lehendakari jauna. Yo, desde luego, como joven, en primer lugar debo empezar por felicitarme por la aprobación de la ley de vivienda que intenta neutralizar o por lo menos mejorar uno de los graves problemas que tenemos los jóvenes. 

Antes de entrar en el tema diré que cuando se hacen acusaciones políticas de que uno está a favor o en contra, habría que decir cómo, dónde y por qué. Porque, si no, claro, se deja la nebulosa en este estrado y no se sabe muy bien a qué se está refiriendo, a qué no se está refiriendo. 

Por cierto, se ha referido usted a que Navarra es la segunda comunidad que más cuantía da a la renta básica, convendría que dijera cuál es la primera, que no la ha dicho tampoco.

Para Nafarroa Bai, desde luego, resulta imprescindible desarrollar un abanico de recursos para procurar una vida digna a personas y sectores más desfavorecidos, muchos de los cuales en algún momento de su vida rozan la exclusión social, y por eso, y lo hemos dicho en numerosas ocasiones en la comparecencia de la señora Consejera, nosotros creemos vital compaginar rentas básicas y recursos sociales gestionados directamente por la Administración Pública.

Nuestras sociedades son desiguales y por ello la prioridad de Nafarroa Bai es, por un lado, garantizar la protección al sector vulnerable ante las desigualdades y la precariedad del mercado laboral y, por otro lado, la educación en valores de igualdad, la educación en valores de solidaridad y la educación en valores de reciprocidad. Es decir, el papel del gasto social con el criterio compensatorio de que lo público debe ampliar la redistribución de la riqueza frente a la desigualdad privada. Igualmente, hay que apostar por el reparto del trabajo y la disminución de las desigualdades salariales y de las condiciones laborales, y por eso el primer objetivo de la renta básica precisamente es el de acabar con la pobreza o por lo menos con sus aspectos más sangrantes, permitiendo que todas las personas puedan desarrollar una vida digna.

La renta básica además contribuye a la libertad real, a la libertad de la mujer frente al marido, a la libertad del desempleado frente al mercado y a la libertad, desde luego, del excluido, que se libera de la caridad. Es decir, garantizar a todos los miembros de la sociedad los mínimos para poder desarrollar una existencia digna es la condición inicial para que puedan hacerse efectivos otros derechos sociales.

La renta básica, por lo tanto, resulta imprescindible, y con esta importancia además ninguna renta de este tipo, pero mucho menos la renta básica, debería estar por debajo del cien por cien del SMI.

(1) Beraz, erda​raz esan dudan beza​la, oina​rriz​ko erren​ta​ren lehe​nen​go hel​bu​rua pobre​zi​a​re​kin, edo behin​tzat bere alde min​ga​rri​e​ne​kin, buka​tzea da. Erren​ta horrek, gai​ne​ra, aska​ta​sun erre​a​la​ren alde​ko apus​tua da: ema​ku​mea bere sena​rra​re​ki​ko, lan​gi​lea mer​ka​tu​a​re​ki​ko eta baz​ter​tu​ak kari​ta​te​tik aska​tzen dira. Hau da, beste esku​bi​de batzuk ber​ma​tze​ko hone​la​ko erren​ta sus​per​tzea da bal​din​tza. Garran​tzi hone​kin beha​rrez​koa da, beraz, oina​rriz​ko erren​ta hau ez ego​tea sol​da​ta mini​mo​ak zehaz​ten duen kan​ti​ta​te​tik behe​ra​go.

Salvando, desde luego, los diversos matices, considero que en la situación actual el objetivo de la acción contra la precariedad y por una ciudadanía social se puede definir a través de unos principios generales básicos en los que creo que todos podríamos estar de acuerdo.

En una sociedad segmentada, con fuerte precarización y con una distribución desigual del empleo, con una diferencia en la distribución de la propiedad y también de las rentas, se debe reafirmar el derecho universal a una vida digna, el derecho ciudadano a unos bienes y a unas rentas suficientes para vivir. Por lo tanto, son necesarias unas rentas sociales básicas o mínimas para todas las personas sin recursos, para evitar la exclusión, para evitar la pobreza y, desde luego, para evitar la vulnerabilidad social. Al mismo tiempo, se debe garantizar el derecho a la integración social y cultural, respetando la voluntariedad y sin la obligatoriedad de contrapartidas, un derecho que debe ser incondicional con respecto al empleo y a la vinculación al mercado del trabajo. Se trata, por lo tanto, de consolidar y ampliar los derechos sociales y la plena ciudadanía social con una perspectiva igualitaria. 

Y termino subrayando que la mejor manera de asegurar la equiparación de la renta básica al salario mínimo interprofesional es mediante un compromiso presupuestario. Nafarroa Bai, desde luego, recogiendo esa necesidad –lo anuncio aquí–, va a presentar una enmienda para asegurar esa equiparación. Por lo tanto, no vale venir a esta tribuna a decir que se está a favor de la equiparación del SMI si no hay una corresponsabilidad presupuestaria en los Presupuestos de 2008, como no la hay este año, por cierto. Y, desde luego, en ese camino a favor de los derechos sociales, en ese camino a favor de que se aseguren unos derechos básicos, es donde se coloca Nafarroa Bai y es donde también la izquierda de este Parlamento debe realizar un trabajo en común. Gracias.

SR. PRESIDENTE EN FUNCIONES: Muchas gracias, señor Eceolaza. Por el grupo socialista, señor Monzón, tiene la palabra durante quince minutos.

SR. MONZÓN ROMÉ: Señor Presidente, señorías, buenos días. Nos toca en este punto abordar una modificación de la Ley Foral 9/1999, que regula los importes fundamentalmente y algunas otras partes de la Carta de Derechos Sociales, pero yo creo que, por no extenderme, debo centrarme en mi intervención en que el objetivo de la proposición es incrementar el porcentaje, el importe de la renta básica superando el 80 por ciento regulado actualmente y que llegue al cien por cien. De acuerdo que la portavoz de Izquierda Unida en la parte expositiva ha abordado otros aspectos que nos parecen importantes, pero centrándonos solamente en el texto de la proposición, se podría entender que lo que se busca en exclusividad es mejorar económicamente la prestación.

Desde ese punto de vista, el grupo socialista se preguntaba lo siguiente: ¿es ese o debe ser ese el único objetivo de la proposición? Sobre esta pregunta hemos hecho muchas reflexiones internas en los momentos que estamos viviendo, luego tenemos una interpelación sobre la cartera de servicios sociales, hemos firmado un pacto sobre pobreza cero con las organizaciones, y la verdad es que nos hemos tenido que responder que no, que ese no debe ser, sin menoscabo de él, el único objetivo de la proposición de ley que hoy se trae aquí, a este Parlamento, para su toma en consideración.

El grupo socialista considera que en Navarra tenemos una situación compleja, con amplias prestaciones, cuando menos en materia de servicios sociales. Por ello, hoy, que es Santa Lucía, y aprovecho para felicitar también a nuestra compañera Parlamentaria Amanda, tengamos buena vista para hacer un buen zurcido, no hagamos un mal cosido y se nos rompa el traje que queremos construir. Por esto, el conjunto de las prestaciones sociales públicas debe mantener, ya lo he dicho en esta tribuna en otras ocasiones, el equilibrio y la coexistencia sin que un cambio implique perjuicios para terceros.

Además, entendemos que la proposición deberá ser valorada técnica y económicamente, pero, lo más importante, deberá ser valorada y se deberá buscar la participación atendiendo en buena medida a las aportaciones de las entidades y de las ONG implicadas en la materia.

Señores de Izquierda Unida, el grupo socialista, por estas y otras razones, va a apoyar la toma en consideración de esta proposición de ley, pero no les quiero engañar, nuestro grupo no les quiere engañar, ni a ustedes ni, por supuesto, al resto de la Cámara, ni mucho menos a la sociedad navarra, nuestro apoyo va a ser un apoyo crítico, constructivo pero crítico, por tanto, le solicitamos previamente el compromiso de creación en la Comisión de una ponencia parlamentaria que trabaje no solo la mejora económica de la prestación, sino también el análisis y propuestas de otras medidas de inserción, que usted por cierto ha apuntado en su intervención, que bien potenciándolas o bien actualizándolas, consigan el efecto deseado y buscado, que no es otro que la exclusión de las personas en nuestra sociedad se vea reducida o no se produzca.

El segundo Plan de lucha contra la exclusión deberá ser la guía y la nueva cartera de servicios sociales el instrumento. Esos dos pilares son fundamentales para abordar esta modificación de la ley que se plantea, porque no solo, como decía al principio, se debe buscar una mejora de la prestación, sino un complemento para que las personas salgan o no entren a la exclusión.

Por todo ello, la modificación de la ley, el segundo Plan de lucha contra la exclusión y, como decía, la nueva cartera de servicios sociales son elementos indisolubles y concatenados, conjuntamente con el criterio de las ONG y de las entidades implicadas. ¿Saben ustedes, señores de Izquierda Unida, a cuántas personas afecta la proposición? En la referencia que nos ha hecho, me he quedado con el dato de que a unas dos mil personas. Según otras referencias que yo tengo, los datos son superiores a dos mil personas. ¿Saben ustedes a cuánto asciende la aplicación de la proposición de ley? Yo estimo que del orden de mil quinientos euros por persona y año como mínimo, con lo cual estamos hablando de cantidades importantes.

Por cierto, señores de Izquierda Unida, yo creo que no se creen su proposición, digo esto porque leyendo su plataforma presupuestaria Para una Navarra de Izquierdas no hay ninguna propuesta económica específica para soportar esta medida. Como casi siempre, ley sí, dinero para soportar el derecho no. Por lo menos el portavoz de Nafarroa Bai ha anunciado la presentación de una enmienda, aunque entiendo que no solo habrá que apoyar la enmienda, sino que haya presupuestos, porque una enmienda sin presupuestos es como un jardín sin flores o un Parlamento sin Parlamentarios, que decían aquí. 

Para terminar, solamente quiero añadir dos cosas. A la portavoz de UPN tengo que decirle que me agrada mucho escuchar en este Parlamento que el Gobierno se cree la medida, pero, claro, a veces somos traicioneros de nuestros propios documentos, porque acabamos de editar el segundo borrador de la cartera de servicios sociales y precisamente esta prestación garantizada se formula como está formulada vigente y legalmente en estos momentos, no ha habido una apuesta departamental por desarrollar, por aumentar esa aportación o ese porcentaje.

Finalmente, repito, solo si ustedes aceptan la creación, que ya sé que es por mayoría parlamentaria, pero la creo razonable y necesaria, de la ponencia en Comisión, si a ello se comprometen, entonces, solo entonces, apoyaremos la toma en consideración aplicando las medidas y objetivos y ampliando el horizonte para su total aplicación.

Démosles entre todos y todas a las personas en riesgo de exclusión una buena caña para que aprendan o vuelvan a pescar y vivir, que no un mal pez, que siempre genera dependencia y sumisión. Muchas gracias.

SR. PRESIDENTE EN FUNCIONES: Muchas gracias, señor Monzón. Por CDN, señor Burguete, tiene la palabra. Son quince minutos.

SR. BURGUETE TORRES: Gracias, señor Presidente. Las organizaciones de izquierdas, como se autodenomina la de Izquierda Unida, siempre han propuesto y han defendido las políticas sociales como un referente y han tachado a aquellas organizaciones políticas o aquellos partidos que no se autodenominan de izquierdas de partidos con escasa sensibilidad y concienciación en materia de política social. Y yo quiero demostrar aquí que eso no es cierto y que realmente el Gobierno de UPN y CDN tiene tanta o más concienciación, sensibilidad y voluntad política para que situaciones como las que nos ocupan en el día de hoy sean atendidas debidamente y con responsabilidad desde las Administraciones Públicas, desde los poderes públicos. Pero ante ello nos encontramos una vez más frente a una actuación por parte del Gobierno integral, general, coordinada, interrelacionada, frente a una propuesta parcial, que no tiene en cuenta el procedimiento ni el presupuesto ni el número de personas a las que va a afectar, pero que en sí misma coincide plenamente con lo expresado por el Presidente del Gobierno en su discurso de investidura. Es curioso ver cómo estamos asistiendo a la presentación por la organización de Izquierda Unida de una serie de proposiciones de ley que traen causa de anuncios del Gobierno, y voy a poner dos ejemplos: el Presidente del Gobierno –y leeré textualmente– en su discurso de investidura dice: “Por otro lado, y en función de las necesidades sociales detectadas y que estimamos prioritarias, pensamos equiparar la renta básica al salario mínimo interprofesional”. Eso explica el Presidente del Gobierno en su discurso de investidura. 

Y el segundo ejemplo que diré también hace referencia a la gratuidad de los libros de texto, un anuncio que hace el Consejero en los días siguientes a su toma de posesión y a partir de ahí se tramita también una proposición de ley. Pero, pese a todo ello, tengo que recordar y señalaré que esta es una iniciativa parcial en la medida que a lo largo del año 2006 se aprobó por este Parlamento la Ley Foral de Servicios Sociales que contempla la renta básica y que la incluye como una parte integrante del contenido mínimo de la cartera de servicios sociales del ámbito general, lo que supone, señorías, consolidar su percepción como un derecho subjetivo condicionado obviamente al cumplimiento de los requisitos establecidos.

Y, además, la renta básica debe entenderse como una prestación complementaria y subsidiaria de cualquier otro tipo de recursos y prestaciones que pretende garantizar unos ingresos mínimos a las familias en situación de pobreza extrema para avanzar en un aspecto clave que ya se ha señalado en el día de hoy, como es la incorporación social de sus miembros. Por tanto, además de la garantía de unos ingresos mínimos, es fundamental reforzar una actuación integral dirigida a la promoción de una participación activa del preceptor en la sociedad con el fin de lograr una auténtica integración.

Y en ese marco en este momento el Gobierno está desarrollando dos actuaciones importantes: una, la cartera de servicios sociales, cuya cuestión nos ocupará en un debate posterior pero en el mismo día de hoy; y, por otro lado, el Gobierno, por medio del Departamento de Asuntos Sociales, Familia, Juventud y Deporte, está afrontando actualmente la elaboración del segundo Plan de lucha contra la exclusión social en Navarra, uno de cuyos grandes objetivos principales y prioritarios es el de, partiendo de un estudio, de un diagnóstico de la evaluación de la pobreza en Navarra, redefinir las prestaciones de garantía de ingresos mínimos adecuándolos a las necesidades y al perfil de los diferentes perceptores.

Por tanto, el objetivo de que la cuantía de la renta básica sea la necesaria para garantizar unos ingresos del cien por cien del salario mínimo interprofesional ya fue manifestado por el Presidente del Gobierno y es evidente que en política son muy importantes los tiempos, y el tiempo que se había dado este Gobierno era que, a lo largo de esta legislatura, ese 80 por ciento –87 o 88 por ciento de la Comunidad Autónoma Vasca, por tanto, datos que no están muy lejos de los que tenemos en la Comunidad Foral de Navarra en ese caso con un Gobierno dirigido en ese apartado también por Izquierda Unida– llegara progresivamente con la aplicación de esa iniciativa hasta el cien por cien, teniendo en cuenta que lo bueno hay que hacerlo posible, y que este tipo de iniciativas tienen que ser objeto de un profundo análisis desde el procedimiento, desde el realismo y desde la posibilidad.

Ese Plan de lucha contra la exclusión social va a poner una serie de datos, de informaciones con los que hoy no contamos y, por tanto, podremos avanzar perfectamente, con más conocimiento de causa, en ese objetivo que se ha planteado en la modificación de la Ley Foral 9/99, de 6 de abril, para una Carta de Derechos Sociales.

El portavoz del Partido Socialista ha señalado que es necesario debatir con sosiego, con calma, esta iniciativa en el Parlamento de Navarra. Yo no puedo sino compartir ese análisis de la creación de una ponencia, de una comisión especial para que dentro de las posibilidades del realismo y también del pragmatismo político y presupuestario consigamos este gran objetivo que ninguna otra comunidad autónoma ha sido capaz de conseguir, dicho sea de paso, y, por tanto, desde la información que nos puede remitir el propio Departamento de Asuntos Sociales, con los avances de los datos y de los informes que se produzcan como consecuencia de la elaboración de ese Plan de lucha contra la exclusión social, debatir también en este Parlamento esta iniciativa.

Por tanto, nosotros apoyaremos la toma en consideración, con las salvedades y análisis que se han hecho hasta este momento, apostando claramente por que después del trabajo que realice esa ponencia en sede parlamentaria seamos capaces de incorporar progresivamente ese gran objetivo dirigido a que la cuantía de la renta básica sea la necesaria para garantizar unos ingresos del cien por cien del salario mínimo interprofesional.

Con estas salvedades queremos dar el visto bueno a esta iniciativa y esperemos que en el próximo período legislativo presentemos como consecuencia del trabajo de esa ponencia una iniciativa más completa, más realista y más posible que lo que hoy se defiende aquí, en esta tribuna. Muchas gracias.

SR. PRESIDENTE EN FUNCIONES: Muchas gracias, señor Burguete. Tiene un turno de réplica la señora Figueras. Son cinco minutos.

SRA. FIGUERAS CASTELLANO: Gracias, señor Presidente. Yo creo que hay una cuestión que es indiscutible. Se dice: hechos son amores y no buenas razones. Y tengo que empezar congratulándome de que la iniciativa presentada por Izquierda Unida vaya a salir adelante por unanimidad, una iniciativa que, por otra parte, casi siempre viene de la izquierda, señor Burguete. Pero como hay que remitirse a la realidad, aparte de lo dicho en su momento por el Presidente en la sesión de investidura, en el debate de investidura, que es verdad, argumento que no he utilizado porque tenía previsto hacerlo al final como reconocimiento, pero no me queda otro remedio que no reconocerlo, en el segundo borrador de la cartera de servicios sociales, porque ha habido dos –parece que va a haber el tercero, se nos ha llamado a los grupos políticos–, se dice: renta básica e incorporación social, una persona el 80 por ciento del SMI, dos personas el 95, tres personas 105, cuatro 115. Señorías, esto es la evidencia. ¿Se quiere o no se quiere la renta básica? La evidencia es que no se ha planteado en la cartera de servicios sociales para el próximo año. No se ha planteado esta propuesta como consecuencia de la Ley de Servicios Sociales aprobada en este Parlamento en diciembre del año pasado. Como decía el señor Eceolaza, no viene en los presupuestos para 2008. ¿Que era una previsión del Gobierno a los cuatro años? Igual, posiblemente, depende. La evidencia es que nosotros tenemos la obligación de legislar, tenemos la obligación de tomar la iniciativa, tenemos que hacerlo porque tenemos un compromiso con la ciudadanía, lo traemos, y punto, pero esto es lo que el Gobierno ha planteado para la cartera, no para el 2008, para la cartera de servicios sociales. ¿O están dispuestos la señora Consejera y el Gobierno a modificarlo? ¿Lo va a modificar el Gobierno? Porque si lo va a modificar, no hay ningún problema, pero la evidencia es que no lo pensaba  modificar, porque esto va  a tener vigencia durante todo el tiempo hasta que se modifique la próxima cartera de servicios.

Por lo tanto, no estaba en la previsión yo creo que ni de los cuatro años, porque, señorías, aquí hay algunos que debatimos la Ley de Servicios Sociales en diciembre del año pasado, y el Gobierno no quería meter en la ley la cartera de servicios sociales porque se podía modificar. Tenía la oportunidad de haberlo hecho y no lo hizo.

Por lo tanto, señores de UPN y CDN, la idea no era plantearlo ahora, y, desde luego, yo no creo que haya que agarrarse ningún mosqueo especial porque alguien haya planteado una iniciativa, porque está en su derecho y además tiene la obligación, porque para eso nos pagan, para que planteemos propuestas que se debatan en el Legislativo, que es este, y las saquemos adelante. Por lo tanto, nada hay que discutir respecto al procedimiento.

Y no somos además los que planteamos leyes que está avanzando el Gobierno, porque, señores tanto de UPN como de CDN, pero en este caso CDN, el señor Consejero en su comparecencia para explicarnos a la Comisión de Educación lo que pensaba hacer en los cuatro años habló de la gratuidad de los libros de texto, pero ni esa cuestión ni esta que estamos debatiendo hoy aparecen con sustento económico en los presupuestos del año pasado. Por lo tanto, ¿hay que creerse la política del Gobierno? Pues no. ¿Tenemos la obligación desde la oposición de hacer propuestas? Pues sí, y además estamos encantados de que salgan por unanimidad, porque de esto no se van a beneficiar sino las personas más vulnerables y que más lo necesitan. Esas son las que se van a beneficiar. Por lo tanto, nada hay que objetar ni discutir, pero es que ¿qué pensaría la sociedad de que la oposición al Gobierno, mayoría en este Parlamento, estuviera de brazos cruzados? Oigan ustedes, ¿entendería alguien que no se tomasen iniciativas en el Parlamento sobre estas y otras cuestiones? O ¿qué pasa?, ¿que escuece que se adelante la oposición en las iniciativas? Bueno, pues hablemos con claridad, a cada cual lo que le toca y a nosotros nos toca hacer iniciativas, las hemos hecho con cuatro Parlamentarios, con cinco y con dos, y las vamos a seguir haciendo pese a quien pese. Por lo tanto, lo que yo creo es que una vez que este tipo de iniciativas pasan a debate en Comisión lo que hay que hacer es mejorarlas, consensuarlas absolutamente con todos los que entienden y saben, y, desde luego, cuando nosotros hemos justificado y razonado la necesidad de esta ley, nos hemos basado fundamentalmente en el trabajo que han hecho los que saben especialmente de esto, que son las ONG...

SR. PRESIDENTE EN FUNCIONES: Señora Figueras, debe terminar.

SRA. FIGUERAS CASTELLANO: ... con el resultado que plantearon a este Parlamento, con el balance que hicieron a este Parlamento del primer Plan de exclusión social, un plan de exclusión social muy discutido, muy criticado y con propuestas sensiblemente mejoradas y que hasta ahora, señora Consejera, no se han tenido en cuenta en la cartera de servicios.

SR. PRESIDENTE EN FUNCIONES: Muchas gracias, señora Figueras. Terminado el debate de este punto, procede votar si se toma o no en consideración la proposición de ley. Señores Parlamentarios, comienza la votación. (Pausa) Resultados, señora Secretaria Primera.

SRA. SECRETARIA PRIMERA (Sra. Figueras Castellano): El resultado es el siguiente: 45 votos a favor, 0 votos en contra, 0 abstenciones.

SR. PRESIDENTE EN FUNCIONES: Señores Parlamentarios, de conformidad con el resultado leído, queda tomada en consideración la proposición de ley foral de modificación de la Ley Foral 9/1999, de 6 de abril, para una Carta de Derechos Sociales, presentada por la Agrupación de Parlamentarios Forales de Izquierda Unida de Navarra-Nafarroako Ezker Batua.

TRADUCCIÓN:

(1) SR. ECEOLAZA LATORRE: (...) Por lo tanto, tal y como he dicho en castellano, el primer objetivo de la renta básica es terminar con la pobreza, o al menos con su vertiente más dolorosa. La renta básica, además, es una apuesta a favor de la libertad real: de la mujer con respecto al marido, del trabajador con respecto al mercado y de los marginados con respecto a la caridad. Es decir, impulsar la renta básica es la condición para garantizar otros derechos. Y dada su importancia, es fundamental que la renta básica no se encuentre por debajo de lo establecido para el salario mínimo. (...) 

